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Acta Nro. 230 de junio 1° de 2009




Se decide la consulta de la sentencia dictada por el Juzgado Promiscuo del Circuito de la Virginia el pasado 20 de marzo, en el proceso de jurisdicción voluntaria promovido por la señora Sara Bonilla de Bonilla, con el fin de obtener la interdicción judicial por demencia de Johny Alexander Bonilla Bonilla.





ANTECEDENTES





Pidió la solicitante por conducto de apoderada judicial, designada previa solicitud de amparo de pobreza, que se  declarara la interdicción judicial por causa de demencia (retardo mental severo) del señor Johny Alexander Bonilla Bonilla; que se le privara de la administración de sus bienes en caso de que llegara a tener alguno; que se le designara a ella como curadora del mismo con facultades de administrar los elementos de su patrimonio; que previo el cumplimiento de los requisitos legales se le diera posesión del cargo, se le discerniera y autorizara para ejercerlo; que se publicara la decisión en los términos de ley así como que se citara a las personas con derecho a ejercer la guarda. 
  



Para ello expuso, en síntesis, que Johny Alexander es hijo legítimo suyo y del señor Teodoro Bonilla Rojas, fallecido el 5 de enero de 1992; que aquél presenta una enfermedad mental cuyo diagnóstico es de retardo mental severo y ha permanecido bajo su cuidado y protección; que es soltero, mayor de edad, no tiene descendientes y no cuenta con bienes patrimoniales.




Arrimó como pruebas, entre otras, copias del registro civil de nacimiento y de la cédula de ciudadanía del presunto interdicto, del registro de matrimonio celebrado entre los padres de éste, del registro defunción del progenitor del mismo y un certificado médico.




Mediante auto del 20 de octubre de 2008 el juzgado admitió la demanda, ordenó la notificación del Ministerio Público, el emplazamiento a quienes se creyeran con derecho a la guarda de Johny Alexander y la práctica de un dictamen médico, para lo que se oficio al Instituto Nacional de Medicina Legal; efectuado el emplazamiento que se dispuso y agotado el término del traslado ordenado decretó las restantes pruebas (documental y testimonial), y una vez practicadas, el juzgado dictó sentencia en la que decretó la interdicción definitiva por retardo mental del señor Johny Alexander Bonilla Bonilla, designó a la solicitante como curadora general del mismo, la relevó de prestar fianza, le discernió el cargo y la conminó a realizar el inventario privado de bienes de su pupilo, se ordenó inscribir el fallo en el registro respectivo y notificar al público la decisión en los términos de ley.




Cumplido el trámite respectivo en esta sede con intervención de la Procuraduría Judicial 21 de Familia, se procede a decidir, previas las siguientes:

  



CONSIDERACIONES
  



Es necesario señalar, primeramente, que de conformidad con el orden de prelación prevenido en el artículo 550 del Código Civil para deferir la curaduría del demente y siendo la ascendiente en primer grado quien la intentó, se tornaba anodino el emplazamiento ordenado a personas que se creyeran con derecho a la guarda del presunto interdicto, dado que el progenitor falleció; además, que dicho emplazamiento, cuando se torne obligatorio, debe ceñirse a lo indicado en el numeral 3 del artículo 659 del C. de P. C., es decir que él debe recaer sobre aquellos parientes que se señale como los que deben ser oídos y no de manera indeterminada. 
   



Pasando a lo que es objeto de decisión, se intenta mediante este proceso que se decrete la interdicción judicial por la enfermedad mental que padece Johny Alexander Bonilla Bonilla, de conformidad con lo dispuesto por los artículos 649 y siguientes del Código de Procedimiento Civil.





Sobre la personalidad y comportamiento del enfermo declararon María Trinidad Gallego Ospina, Patricia Pastez Domínguez y Dolly Londoño Corrales, quienes lo conocen ampliamente por razones de vecindad y estrecha amistad, y pudieron dar cuenta de sus notorias deficiencias físicas e intelectuales, del trastorno que padece, de los cuidados que con él se deben tener y de la incapacidad que le asiste para poder administrar hábilmente sus bienes.
  



Corrobora la anormal situación mental de Johny Alexander, el examen médico practicado al paciente por profesional especializado forense (psiquiatra) del Instituto Nacional de Medicina Legal y Ciencias Forenses (f. 43 a 47, c. 1) en cumplimiento de lo ordenado por el numeral 3 del artículo 659 del C. P. Civil, en el que se concluyó  que el examinado padece un retardo mental que clínicamente impresiona como profundo asociado a una epilepsia; que el pronóstico de tal patología es malo porque no existe en la actualidad cura para ello y que la misma le impide administrar sus bienes materiales de forma adecuada, además, que su enfermedad amerita cuidados médicos especializados por el área de psiquiatría y cuidados permanentes de enfermería.




Contra dicho dictamen no se presentó objeción alguna dentro del término que para ello se otorgó, ni el Juzgado le formuló reparos.

Aunque similar calificación es la que señala el documento de folio 5 del cuaderno 1, este no tiene mérito probatorio en este asunto, porque no fue expedido bajo la gravedad de juramento como señala el artículo 659 del C.P.C. 

No obstante, aquél dictamen es claro, preciso y corresponde a la situación fáctica consignada en la demanda respecto del enfermo, lo que lo torna suficiente para esta instancia, como en su momento lo fue para el juez de primer grado, para que se concluya que Johny Alexander Bonilla Bonilla es incapaz de administrar y disponer libremente de sus bienes y requiere, por tanto, de la ayuda de una tercera persona que en ese sentido la reemplace.

Por supuesto que la más indicada para ello es su señora madre, que le viene proporcionando todos los cuidados que necesita; su idoneidad no se ha puesto en tela de juicio y en ella se supone un interés especial por el bienestar de su hijo, lo que la faculta para demandar del Estado su protección y la posibilidad de administrar sus bienes, ya que en cumplimiento de lo dispuesto por  el artículo 545 del C. Civil, subrogado por el 8º de la Ley 95 de 1890, debe relevarse al enfermo de dicha facultad, en virtud de la incapacidad que lo afecta.





Dice al respecto la citada disposición, después de haber sido revisada su constitucionalidad en sentencia C-478 de 2003, que “... El adulto que se halle en estado habitual de demencia ... será privado de la administración de sus bienes, aunque tenga intervalos lúcidos...”.

  



De manera que como a la misma deducción llegó el juzgado, la sentencia será confirmada, incluyendo lo atinente al inventario, por ser de rigor, y se adicionará para negar la pretensión contenida en el último aparte del literal C), respecto de citar a las personas con derecho a ejercer la guarda, como que ello no es asunto que deba dirimirse en la sentencia, sino que es propio del trámite.

  



No habrá condena en costas por la naturaleza del asunto.  

DECISIÓN

   



En armonía con lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Civil-Familia, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, CONFIRMA la sentencia dictada el pasado 20 de marzo, en el proceso de jurisdicción voluntaria promovido por la señora Sara Bonilla de Bonilla, con el fin de obtener la interdicción judicial por demencia de Johny Alexander Bonilla Bonilla, ADICIONÁNDOLA en el sentido de negar la pretensión relacionada con la citación de personas con derecho para ejercer la guarda.

   



Sin costas.

  



Cópiese y notifíquese





Los Magistrados,





JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO
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